
VII. PROCEDIMIENTO ORDINARIO 

 

 

El Procedimiento Ordinario aparece recogido en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal siendo el procedimiento penal previsto para el enjuiciamiento de delitos que 
puedan ser sancionados con penas privativas de libertad superiores a 9 años,  a 
continuación y con fines informativos procedemos a recoger algunas de sus 
características mas destacadas. 

 

 

A. SUMARIO 

 

Constituyen el sumario las actuaciones encaminadas a preparar el juicio y 
practicadas para averiguar y hacer constar la perpetración de los delitos con todas las 
circunstancias que puedan influir en su calificación y la culpabilidad de los 
delincuentes, asegurando sus personas y las responsabilidades pecuniarias de los 
mismos. 

 

Cada delito de que conozca la Autoridad judicial será objeto de un sumario. Los 
delitos conexos se comprenderán, sin embargo, en un solo proceso. 

Las diligencias del sumario serán secretas hasta que se abra el juicio oral, con las 
excepciones determinadas en la LECr 

Las partes personadas podrán tomar conocimiento de las actuaciones e intervenir 
en todas las diligencias del procedimiento. 

Sin embargo de lo dispuesto en el párrafo anterior, si el delito fuere público, podrá 
el Juez de instrucción, a propuesta del Ministerio fiscal, de cualquiera de las partes 
personadas o de oficio, declararlo, mediante auto, total o parcialmente secreto para 
todas las partes personadas, por tiempo no superior a un mes y debiendo alzarse 
necesariamente el secreto con diez días de antelación a la conclusión del sumario. 

 

La formación del sumario, ya empiece de oficio, ya a instancia de parte, 
corresponderá a los Jueces de instrucción por los delitos que se cometan dentro de su 
partido o demarcación respectiva y, en su defecto, a los demás de la misma ciudad o 
población, cuando en ella hubiere más de uno, y a prevención con ellos o por su 
delegación, a los Jueces municipales. 

Esta disposición no es aplicable a las causas encomendadas especialmente por la 
Ley orgánica a determinados Tribunales, pues para ellas podrán éstos nombrar un Juez 
instructor especial, o autorizar al ordinario para el seguimiento del sumario. 

El nombramiento de Juez instructor únicamente podrá recaer en un Magistrado del 
mismo Tribunal, o en un funcionario del orden judicial en activo servicio de los 
existentes dentro del territorio de dicho Tribunal. Una vez designado, obrará con 
jurisdicción propia e independiente. 



Cuando el instructor fuese un Magistrado, podrá delegar sus funciones, en caso de 
imprescindible necesidad, en el Juez de instrucción del punto donde hayan de 
practicarse las diligencias. 

Cuando el delito fuese por su naturaleza de aquellos que solamente pueden 
cometerse por Autoridades o funcionarios sujetos a un fuero superior, los Jueces de 
instrucción ordinarios, en casos urgentes, podrán acordar las medidas de precaución 
necesarias para evitar su ocultación; pero remitirán las diligencias en el término más 
breve posible, que en ningún caso podrá exceder de tres días, al Tribunal competente, el 
cual resolverá sobre la incoación del sumario, y, en su día, sobre si ha o no lugar al 
procesamiento de la Autoridad o funcionario inculpados. 

 

 

       B. DE LA COMPROBACIÓN DEL DELITO Y AVERIGUACIÓN DEL 
DELINCUENTE 

 
1º De la inspección ocular 

 

Cuando el delito que se persiga haya dejado vestigios o pruebas materiales de su 
perpetración, el Juez instructor o el que haga sus veces ordenará que se recojan y 
conserven para el juicio oral si fuere posible, procediendo al efecto a la inspección 
ocular y a la descripción de todo aquello que pueda tener relación con la existencia y 
naturaleza del hecho. 

A este fin, hará consignar en los autos la descripción del lugar del delito, el sitio y 
estado en que se hallen los objetos que en él se encuentren, los accidentes del terreno o 
situación de las habitaciones y todos los demás detalles que puedan utilizarse, tanto para 
la acusación como para la defensa. 

Cuando se pusiera de manifiesto la existencia de huellas o vestigios cuyo análisis 
biológico pudiera contribuir al esclarecimiento del hecho inves tigado, el Juez de 
Instrucción adoptará u ordenará a la Policía Judicial o al médico forense que adopte las 
medidas necesarias para que la recogida, custodia y examen de aquellas muestras se 
verifique en condiciones que garanticen su autenticidad, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 282. 

 

Cuando fuere conveniente para mayor claridad o comprobación de los hechos, se 
levantará el plano del lugar suficientemente detallado, o se hará el retrato de las 
personas que hubiesen sido objeto del delito, o la copia o diseño de los efectos o 
instrumentos del mismo que se hubiesen hallado. 

 

Si se tratare de un robo o de cualquier otro delito cometido con fractura, 
escalamiento o violencia, el Juez instructor deberá describir los vestigios que haya 
dejado y consultará el parecer de peritos sobre la manera, instrumentos, medios o 
tiempo de la ejecución del delito. 

 

2º Del cuerpo del delito 



 

El Juez instructor ordenará recoger en los primeros momentos las armas, 
instrumentos o efectos de cualquiera clase que puedan tener relación con el delito y se 
hallen en el lugar en que éste se cometió, o en sus inmediaciones, o en poder del reo, o 
en otra parte conocida. El Secretario judicial extenderá diligencia expresiva del lugar, 
tiempo y ocasión en que se encontraren, describiéndolos minuciosamente para que se 
pueda formar idea cabal de los mismos y de las circunstancias de su hallazgo. 

La diligencia será firmada por la persona en cuyo poder fueren hallados, 
notificándose a la misma el auto en que se mande recogerlos. 

 

Siendo habida la persona o cosa objeto del delito, el Juez instructor describirá 
detalladamente su estado y circunstancias, y especialmente todas las que tuviesen 
relación con el hecho punible. 

Si por tratarse de delito de falsificación cometida en documentos o efectos 
existentes en dependencias de las Administraciones Públicas hubiere imprescindible 
necesidad de tenerlos a la vista para su reconocimiento pericial y examen por parte del 
Juez o Tribunal, el Secretario judicial los reclamará a las correspondientes Autoridades, 
sin perjuicio de devolverlos a los respectivos Centros oficiales después de terminada la 
causa. 

 

3º De la identidad del delincuente y de sus circunstancias personales 

 

Cuantos dirijan cargo a determinada persona deberán reconocerla judicialmente, si 
el Juez instructor, los acusadores o el mismo inculpado conceptúan fundamentalmente 
precisa la diligencia para la identificación de este último, con relación a los designantes, 
a fin de que no ofrezca duda quién es la persona a que aquellos se refieren. 

 

La diligencia de reconocimiento se practicará poniendo a la vista del que hubiere 
de verificarlo la persona que haya de ser reconocida, haciéndola comparecer en unión 
con otras de circunstancias exteriores semejantes. A presencia de todas ellas, o desde un 
punto en que no pudiere ser visto, según al Juez pareciere más conveniente, el que deba 
practicar el reconocimiento manifestará si se encuentra en la rueda o grupo la persona a 
quien hubiese hecho referencia en sus declaraciones, designándola, en caso afirmativo, 
clara y determinadamente. 

En la diligencia que se extienda se harán constar todas las circunstancias del acto, 
así como los nombres de todos los que hubiesen formado la rueda o grupo. 

 

Cuando fueren varios los que hubieren de reconocer a una persona, la diligencia 
expresada en el artículo anterior deberá practicarse separadamente con cada uno de 
ellos, sin que puedan comunicarse entre sí hasta que se haya efectuado el último 
reconocimiento. 

Cuando fueren varios los que hubieren de ser reconocidos por una misma persona, 
podrá hacerse el reconocimiento de todos en un solo acto. 



 

El que detuviere o prendiere a algún presunto culpable tomará las precauciones 
necesarias para que el detenido o preso no haga en su persona o traje alteración alguna 
que pueda dificultar su reconocimiento por quien corresponda. 

 
         4º De las declaraciones de los testigos 

 

Todos los que residan en territorio español, nacionales o extranjeros, que no estén 
impedidos, tendrán obligación de concurrir al llamamiento judicial para declarar cuanto 
supieren sobre lo que les fuere preguntado si para ello se les cita con las formalidades 
prescritas en la Ley. 

 

5º Exenciones: 

• Se exceptúan de lo dispuesto en el parrafo anterior: el Rey, la Reina, sus 
respectivos consortes, el Príncipe heredero y los Regentes del Reino. 

• También están exentos del deber de declarar los Agentes Diplomáticos 
acreditados en España, en todo caso, y el personal administrativo, técnico o de servicio 
de las misiones diplomáticas, así como sus familiares, si concurren en ellos los 
requisitos exigidos en los tratados. 

 

• Estarán exentas también de concurrir al llamamiento del Juez, pero no de 
declarar, pudiendo hacerlo por escrito, las demás personas de la Familia Real. 

• Están exentos de concurrir al llamamiento del Juez, pero no de declarar, 
pudiendo informar por escrito sobre los hechos de que tengan conocimiento por razón 
de su cargo: 

1.º El Presidente y los demás miembros del Gobierno. 

2.º Los Presidentes del Congreso de los Diputados y del Senado. 

3.º El Presidente del Tribunal Constitucional. 

4.º El Presidente del Consejo General del Poder Judicial. 

5.º El Fiscal General del Estado. 

6.º Los Presidentes de las Comunidades Autónomas. 

• Si fuera conveniente recibir declaración a alguna de las personas a las que se 
refiere el apartado 2 anterior sobre cuestiones de las que no haya tenido conocimiento 
por razón de su cargo, se tomará la misma en su domicilio o despacho oficial. 

• Quienes hubiesen desempeñado los cargos a que se refiere el apartado 2 del 
presente artículo estarán igualmente exentos de concurrir al llamamiento del Juez, pero 
no de declarar, pudiendo informar por escrito sobre los hechos de que hubieren tenido 
conocimiento por razón de su cargo. 

• Estarán exentos también de concurrir al llamamiento del Juez, pero no de 
declarar, pudiendo hacerlo en su despacho oficial o en la sede del órgano del que sean 
miembros: 



 1.º Los Diputados o Senadores. 

 2.º Los Magistrados del Tribunal Constitucional y los Vocales del 
Consejo General del Poder Judicial. 

 3.º Los Fiscales de Sala del Tribunal Supremo. 

 4.º El Defensor del Pueblo. 

 5.º Las Autoridades Judiciales de cualquier orden jurisdiccional de 
categoría superior a la del que recibiere la declaración. 

 6.º Los Presidentes de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas. 

 7.º El Presidente y los Consejeros Permanentes del Consejo de 
Estado. 

 8.º El Presidente y los Consejeros del Tribunal de Cuentas. 

 9.º Los miembros de los Consejos de Gobierno de las Comunidades 
Autónomas. 

 10º. Los Secretarios de Estado, los Subsecretarios y asimilados, los 
Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en Ceuta y Melilla, los 
Gobernadores civiles y los Delegados de Hacienda. 

 11º. Si se trata de cargos cuya competencia esté limitada 
territorialmente, sólo será aplicable la exención correspondiente respecto de las 
declaraciones que hubieren de recibirse en su territorio, excepción hecha de los 
Presidentes de las Comunidades Autónomas y de sus Asambleas Legislativas. 

 12º. En cuanto a los miembros de las Oficinas Consulares, se estará a 
lo dispuesto en los Convenios Internacionales en vigor. 

 

• Están dispensados de la obligación de declarar: 

  1º. Los parientes del procesado en líneas directa ascendente y 
descendente, su cónyuge o persona unida por relación de hecho análoga a la 
matrimonial, sus hermanos consanguíneos o uterinos y los colaterales 
consanguíneos hasta el segundo grado civil, así como los parientes a que se refiere 
el número 3 del artículo 261. 

  El Juez instructor advertirá al testigo que se halle comprendido en el 
párrafo anterior que no tiene obligación de declarar en contra del procesado; pero que 
puede hacer las manifestaciones que considere oportunas, y el Secretario judicial 
consignará la contestación que diere a esta advertencia. 

  2. El Abogado del procesado respecto a los hechos que éste le hubiese 
confiado en su calidad de defensor. 

  Si alguno de los testigos se encontrase en las relaciones indicadas en los 
párrafos precedentes con uno o varios de los procesados, estará obligado a declarar 
respecto a los demás, a no ser que su declaración pudiera comprometer a su pariente o 
defendido. 

 

• No podrán ser obligados a declarar como testigos: 



  1.º Los eclesiásticos y ministros de los cultos disidentes, sobre los 
hechos que les fueren revelados en el ejercicio de las funciones de su ministerio. 

  2.º Los funcionarios públicos, tanto civiles como militares, de 
cualquiera clase que sean, cuando no pudieren declarar sin violar el secreto que por 
razón de sus cargos estuviesen obligados a guardar, o cuando, procediendo en virtud de 
obediencia debida, no fueren autorizados por su superior jerárquico para prestar 
declaración que se les pida. 

  3.º Los incapacitados física o moralmente. 

 

• Ningún testigo podrá ser obligado a declarar acerca de una pregunta cuya 
contestación pueda perjudicar material o moralmente y de una manera directa e 
importante, ya a la persona, ya a la fortuna de alguno de los parientes que se refiere el 
artículo 416. 

• Se exceptúa el caso en que el delito revista suma gravedad por atentar a la 
seguridad del Estado, a la tranquilidad pública o a la sagrada persona del Rey o de su 
sucesor. 

• Si el testigo estuviere físicamente impedido de acudir al llamamiento judicial, el 
Juez instructor que hubiere de recibirle la declaración se constituirá en su domicilio, 
siempre que el interrogatorio no haya de poner en peligro la vida del enfermo. 

• El que sin estar impedido no concurriere al primer llamamiento judicial, excepto 
las personas mencionadas en el artículo 412, o se resistiere a declarar lo que supiese 
acerca de los hechos sobre que fuere preguntado, a no estar comprendido en las 
exenciones de los artículos anteriores, incurrirá en la multa de 200 a 5.000 euros, y si 
persistiere en su resistencia será conducido en el primer caso a la presencia del Juez 
instructor por los agentes de la autoridad, y perseguido por el delito de obstrucción a la 
justicia tipificado en el artículo 463.1 del Código Penal, y en el segundo caso será 
también perseguido por el de desobediencia grave a la autoridad. 

 

 

 
C. DEL CAREO DE LOS TESTIGOS Y PROCESADOS 

 

Cuando los testigos o los procesados entre sí o aquéllos con éstos discordaren 
acerca de algún hecho o de alguna circunstancia que interese en el sumario, podrá el 
Juez celebrar careo entre los que estuvieren discordes, sin que esta diligencia deba 
tener lugar, por regla general, más que entre dos personas a la vez. 

 

El careo se verificará ante el Juez, leyendo el Secretario a los procesados o 
testigos entre quienes tenga lugar el acto las declaraciones que hubiesen prestado y 
preguntando el primero a los testigos, después de recordarles su juramento y las penas 
de falso testimonio, si se ratifican en ellas o tienen alguna variación que hacer. 

El Juez manifestará en seguida las contradicciones que resulten en dichas 
declaraciones, e invitará a los careados para que se pongan de acuerdo entre sí. 



 

El Secretario dará fe de todo lo que ocurriere en el acto del careo y de las 
preguntas, contestaciones y reconvenciones que mutuamente se hicieren los careados, 
así como de lo que se observare en su actitud durante el acto; y firmará la diligencia con 
todos los concurrentes, expresando, si alguno no lo hiciere, la razón que para ello 
alegue. 

 

El Juez no permitirá que los careados se insulten o amenacen. 

 

No se practicarán careos sino cuando no fuere conocido otro modo de comprobar 
la existencia del delito o la culpabilidad de alguno de los procesados. 

No se practicarán careos con testigos que sean menores de edad salvo que el Juez 
lo considere imprescindible y no lesivo para el interés de dichos testigos, previo informe 
pericial. 

 

 

 
D.DEL INFORME PERICIAL 

 

El Juez acordará el informe pericial cuando, para conocer o apreciar algún 
hecho o circunstancia importante en el sumario, fuesen necesarios o convenientes 
conocimientos científicos o artísticos. 

 

Los peritos pueden ser o no titulares. 

Son peritos titulares los que tienen título oficial de una ciencia o arte cuyo 
ejercicio esté reglamentado por la Administración. 

Son peritos no titulares los que, careciendo de título oficial, tienen, sin embargo, 
conocimiento o prácticas especiales en alguna ciencia o arte. 

 

El Juez se valdrá de peritos titulares con preferencia a los que no tuviesen título. 

 

Todo reconocimiento pericial se hará por dos peritos. 

Se exceptúa el caso en que no hubiese más de uno en el lugar y no fuere posible 
esperar la llegada de otro sin graves inconvenientes para el curso del sumario. 

El nombramiento se hará saber a los peritos por medio de oficio, que les será 
entregado por alguacil o portero del Juzgado, con las formalidades prevenidas para la 
citación de los testigos, reemplazándose la cédula original, para los efectos del artícu- lo 
175, por un atestado que entenderá el alguacil o portero encargado de la entrega. 

Si la urgencia del caso lo exige, podrá hacerse el llamamiento verbalmente de 
orden del Juez, haciéndolo constar así en los autos; pero extendiendo siempre el 



atestado prevenido en el artículo anterior el encargado del cumplimiento de la orden de 
llamamiento. 

Nadie podrá negarse a acudir al llamamiento del Juez para desempeñar un servicio 
pericial, si no estuviese legítimamente impedido. 

En este caso deberá ponerlo en conocimiento del Juez en el acto de recibir el 
nombramiento, para que se provea a lo que haya lugar. 

 

 

No podrán prestar informe pericial acerca del delito: 

Los que según el artículo 416 no están obligados a declarar como testigos. 

El perito que, hallándose comprendido en alguno de los casos de dicho artículo, 
preste el informe sin poner antes esa circunstancia en conocimiento del Juez que le 
hubiese nombrado incurrirá en la multa de 200 a 5.000 euros, a no ser que el hecho 
diere lugar a responsabilidad criminal. 

 

Son causa de recusación de los peritos: 

  1.º El parentesco de consanguinidad o de afinidad dentro del cuarto grado 
con el querellante o con el reo. 

  2.º El interés directo o indirecto en la causa o en otra semejante. 

  3.º La amistad íntima o la enemistad manifiesta. 

 

El acto o el procesado que intente recusar al perito o peritos nombrados por el 
Juez deberá hacerlo por escrito antes de empezar la diligencia pericial, expresando la 
causa de la recusación y la prueba testifical que ofrezca, y acompañando la documental 
o designando el lugar en que ésta se halle si no la tuviere a su disposición. 

Para la presentación de este escrito no estará obligado a valerse de Procurador. 

 

El Juez, sin levantar mano, examinará los documentos que produzca el recusante y 
oirá a los testigos que presente en el acto, resolviendo lo que estime justo respecto de la 
recusación. 

Si hubiere lugar a ella, suspenderá el acto pericial por el tiempo estrictamente 
necesario para nombrar el perito que haya de sustituir al recusado, hacérselo saber y 
constituirse el nombrado en el lugar correspondiente. 

Si no la admitiere, se procederá como si no se hubiese usado de la facultad de 
recusar. 

Cuando el recusante no produjese los documentos, pero designare el archivo o 
lugar en que se encuentren, se reclamarán por el Secretario judicial, y el Juez instructor 
los examinará una vez recibidos sin detener por esto el curso de las actuaciones; y si de 
ellos resultase justificada la causa de la recusación, anulará el informe pericial que se 
hubiese dado, mandando que se practique de nuevo esta diligencia. 

 



 

 

E. DE LA CITACIÓN, DE LA DETENCIÓN Y DE LA PRISIÓN 
PROVISIONAL 

 
1ºDe la citación 

 

La persona a quien se le impute un acto punible deberá ser citada sólo para ser 
oída, a no ser que la ley disponga lo contrario, o que desde luego proceda su detención. 

Si el citado, con arreglo a lo prevenido en el artículo anterior, no compareciere ni 
justificare causa legítima que se lo impida, la orden de comparecencia podrá convertirse 
en orden de detención. 

Durante la instrucción de la causa, el Juez instructor podrá mandar comparecer a 
cuantas personas convenga oír por resultar contra ellas algunas indicaciones fundadas 
de culpabilidad. 

 

 
2º De la detención 

 

Ningún español ni extranjero podrá ser detenido sino en los casos y en la 
forma que las leyes prescriban. 

 

Cualquier persona puede detener: 

• Al que intentare cometer un delito en el momento de ir a cometerlo. 

• Al delincuente in fraganti. 

• Al que se fugare del establecimiento penal en que se halle extinguiendo condena. 

• Al que se fugare de la cárcel en que estuviere esperando su traslación al 
establecimiento penal o lugar en que deba cumplir la condena que se le hubiese 
impuesto por sentencia firme. 

• Al que se fugare al ser conducido al establecimiento o lugar mencionado en el 
número anterior. 

•  Al que se fugare estando detenido o preso por causa pendiente. 

•  Al procesado o condenado que estuviere en rebeldía. 

 

El particular que detuviere a otro justificará, si éste lo exigiere, haber obrado en 
virtud de motivos racionalmente suficientes para creer que el detenido se hallaba 
comprendido en alguno de los casos del artículo anterior. 

 

La Autoridad o agente de Policía judicial tendrá obligación de detener: 



• A cualquiera que se halle en alguno de los casos del artículo 490. 

• Al que estuviere procesado por delito que tenga señalada en el Código pena 
superior a la de prisión correccional. 

• Al procesado por delito a que esté señalada pena inferior, si sus antecedentes o 
las circunstancias del hecho hicieren presumir que no comparecerá cuando fuere 
llamado por la Autoridad judicial. 

• Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior al procesado que preste en el 
acto fianza bastante, a juicio de la Autoridad o agente que intente detenerlo, para 
presumir racionalmente que comparecerá cuando le llame el Juez o Tribunal 
competente. 

• Al que estuviere en el caso del número anterior, aunque todavía no se hallase 
procesado, con tal que concurran las dos circunstancias siguientes: 1.ª Que la Autoridad 
o agente tenga motivos racionalmente bastantes para creer en la existencia de un hecho 
que presente los caracteres de delito. 2.ª Que los tenga también bastantes para creer que 
la persona a quien intente detener tuvo participación en él. 

 

• La Autoridad o agente de Policía judicial tomará nota del nombre, apellido, 
domicilio y demás circunstancias bastantes para la averiguación e identificación de la 
persona del procesado o del delincuente a quienes no detuviere por no estar 
comprendidos en ninguno de los casos del artículo anterior. 

• Esta nota será oportunamente entregada al Juez o Tribunal que conozca o deba 
conocer de la causa. 

 

• Dicho Juez o Tribunal acordará también la detención de los comprendidos en el 
artículo 492, a prevención con las Autoridades y agentes de Policía judicial. 

 

• No se podrá detener por simples faltas, a no ser que el presunto reo no tuviese 
domicilio conocido ni diese fianza bastante, a juicio de la Autoridad o agente que 
intente detenerle. 

 

• El particular, Autoridad o agente de Policía judicial que detuviere a una 
persona en virtud de lo dispuesto en los precedentes artículos, deberá ponerla en 
libertad o entregarla al Juez más próximo al lugar en que hubiere hecho la 
detención dentro de las veinticuatro horas siguientes al acto de la misma. 

• Si demorare la entrega, incurrirá en la responsabilidad que establece el Código 
Penal, si la dilación hubiere excedido de veinticuatro horas. 

 

3º. De la prisión provisional 

 

Quien puede decretar prision provisional? 



• Podrá decretar la prisión provisional el juez o magistrado instructor, el juez que 
forme las primeras diligencias, así como el juez de lo penal o tribunal que conozca de la 
causa. 

• La prisión provisional sólo se adoptará cuando objetivamente sea necesaria, de 
conformidad con lo establecido en los artículos siguientes, y cuando no existan otras 
medidas menos gravosas para el derecho a la libertad a través de las cuales puedan 
alcanzarse los mismos fines que con la prisión provisional. 

• El juez o tribunal tendrá en cuenta para adoptar la prisión provisional la 
repercusión que esta medida pueda tener en el imputado, considerando sus 
circunstancias y las del hecho objeto de las actuaciones, así como la entidad de la pena 
que pudiera ser impuesta. 

• No se adoptará en ningún caso la prisión provisional cuando de las 
investigaciones practicadas se infiera racionalmente que el hecho no es constitutivo de 
delito o que el mismo se cometió concurriendo una causa de justificación. 

 

Requisitos: 

1º. La prisión provisional sólo podrá ser decretada cuando concurran los siguientes 
requisitos: 

• Que conste en la causa la existencia de uno o varios hechos que presenten 
caracteres de delito sancionado con pena cuyo máximo sea igual o superior a dos años 
de prisión, o bien con pena privativa de libertad de duración inferior si el imputado 
tuviere antecedentes penales no cancelados ni susceptibles de cancelación, derivados de 
condena por delito doloso. 

• Si fueran varios los hechos imputados se estará a lo previsto en las reglas 
especiales para la aplicación de las penas, conforme a lo dispuesto en la sección 2.a del 
capítulo II del título III del libro I del Código Penal. 

• Que aparezcan en la causa motivos bastantes para creer responsable 
criminalmente del delito a la persona contra quien se haya de dictar el auto de 
prisión. 

• Que mediante la prisión provisional se persiga alguno de los siguientes 
fines: 

    a) Asegurar la presencia del imputado en el proceso 
cuando pueda inferirse racionalmente un riesgo de fuga. 

     Para valorar la existencia de este peligro se 
atenderá conjuntamente a la naturaleza del hecho, a la gravedad de la pena que pudiera 
imponerse al imputado, a la situación familiar, laboral y económica de éste, así como a 
la inminencia de la celebración del juicio oral, en particular en aquellos supuestos en los 
que procede incoar el procedimiento para el enjuiciamiento rápido regulado en el título 
III del libro IV de esta ley. 

    Procederá acordar por esta causa la prisión provisional de 
la persona imputada cuando, a la vista de los antecedentes que resulten de las 
actuaciones, hubieran sido dictadas al menos dos requisitorias para su llamamiento y 
busca por cualquier órgano judicial en los dos años anteriores. En estos supuestos no 
será aplicable el límite que respecto de la pena establece el ordinal 1.º de este apartado. 



    b) Evitar la ocultación, alteración o destrucción de las 
fuentes de prueba relevantes para el enjuiciamiento en los casos en que exista un 
peligro fundado y concreto. 

    No procederá acordar la prisión provisional por esta causa 
cuando pretenda inferirse dicho peligro únicamente del ejercicio del derecho de defensa 
o de falta de colaboración del imputado en el curso de la investigación. 

    Para valorar la existencia de este peligro se atenderá a la 
capacidad del imputado para acceder por sí o a través de terceros a las fuentes de prueba 
o para influir sobre otros imputados, testigos o peritos o quienes pudieran serlo. 

    c) Evitar que el imputado pueda actuar contra bienes 
jurídicos de la víctima, especialmente cuando ésta sea alguna de las personas a las 
que se refiere el artículo 173.2 del Código Penal. En estos casos no será aplicable el 
límite que respecto de la pena establece el ordinal 1.º de este apartado. 

 

2º. También podrá acordarse la prisión provisional, concurriendo los requisitos 
establecidos en los ordinales 1.º y 2.º del apartado anterior, para evitar el riesgo de que 
el imputado cometa otros hechos delictivos. 

Para valorar la existencia de este riesgo se atenderá a las circunstancias del hecho, 
así como a la gravedad de los delitos que se pudieran cometer. 

Sólo podrá acordarse la prisión provisional por esta causa cuando el hecho 
delictivo imputado sea doloso. No obstante, el límite previsto en el ordinal 1.º del 
apartado anterior no será aplicable cuando de los antecedentes del imputado y demás 
datos o circunstancias que aporte la Policía Judicial o resulten de las actuaciones, pueda 
racionalmente inferirse que el imputado viene actuando concertadamente con otra u 
otras personas de forma organizada para la comisión de hechos delictivos o realiza sus 
actividades delictivas con habitualidad. 

 

4º. Plazos: 

 

• La prisión provisional durará el tiempo imprescindible para alcanzar 
cualquiera de los fines previstos en el artículo anterior y en tanto subsistan los motivos 
que justificaron su adopción. 

• Cuando la prisión provisional se hubiera decretado en virtud de lo previsto en el 
párrafo a) del ordinal 3.º del apartado 1 o en el apartado 2 del apartado anterior, su 
duración no podrá exceder de un año si el delito tuviere señalada pena privativa de 
libertad igual o inferior a tres años, o de dos años si la pena privativa de libertad 
señalada para el delito fuera superior a tres años. No obstante, cuando concurrieren 
circunstancias que hicieren prever que la causa no podrá ser juzgada en aquellos plazos, 
el juez o tribunal podrá, en los términos previstos en el artículo 505, acordar mediante 
auto una sola prórroga de hasta dos años, si el delito tuviera señalada pena privativa de 
libertad superior a tres años, o de hasta seis meses, si el delito tuviera señalada pena 
igual o inferior a tres años. 

• Si fuere condenado el imputado, la prisión provisional podrá prorrogarse hasta el 
límite de la mitad de la pena efectivamente impuesta en la sentencia, cuando ésta 
hubiere sido recurrida. 



• Cuando la prisión provisional se hubiere acordado en virtud de lo previsto en el 
apartado 1.3.º b) del apartado anterior, su duración no podrá exceder de seis meses. 

• No obstante, cuando se hubiere decretado la prisión incomunicada o el secreto 
del sumario, si antes del plazo establecido en el párrafo anterior se levantare la 
incomunicación o el secreto, el juez o tribunal habrá de motivar la subsistencia del 
presupuesto de la prisión provisional. 

• La concesión de la libertad por el transcurso de los plazos máximos para la 
prisión provisional no impedirá que ésta se acuerde en el caso de que el imputado, sin 
motivo legítimo, dejare de comparecer a cualquier llamamiento del juez o tribunal. 

• Para el cómputo de los plazos establecidos en este artículo se tendrá en cuenta el 
tiempo que el imputado hubiere estado detenido o sometido a prisión provisional por la 
misma causa. 

• Se excluirá, sin embargo, de aquel cómputo el tiempo en que la causa sufriere 
dilaciones no imputables a la Administración de Justicia. 

• Cuando la medida de prisión provisional acordada exceda de las dos terceras 
partes de su duración máxima, el juez o tribunal que conozca de la causa y el ministerio 
fiscal comunicarán respectivamente esta circunstancia al presidente de la sala de 
gobierno y al fiscal-jefe del tribunal correspondiente, con la finalidad de que se adopten 
las medidas precisas para imprimir a las actuaciones la máxima celeridad. A estos 
efectos, la tramitación del procedimiento gozará de preferencia respecto de todos los 
demás. 

 

5º. Detención y prisión incomunicada: 

• El Juez de Instrucción o tribunal podrá acordar excepcionalmente la detención o 
prisión incomunicadas para evitar que se sustraigan a la acción de la justicia personas 
supuestamente implicadas en los hechos investigados, que éstas puedan actuar contra 
bienes jurídicos de la víctima, que se oculten, alteren o destruyan pruebas relacionadas 
con su comisión, o que se cometan nuevos hechos delictivos. 

• La incomunicación durará el tiempo estrictamente necesario para practicar con 
urgencia diligencias tendentes a evitar los peligros a que se refiere el apartado anterior. 
La incomunicación no podrá extenderse más allá de cinco días. En los casos en que la 
prisión se acuerde en causa por alguno de los delitos a que se refiere el artículo 384 bis 
u otros delitos cometidos concertadamente y de forma organizada por dos o más 
personas, la incomunicación podrá prorrogarse por otro plazo no superior a cinco días. 
No obstante, en estos mismos casos, el juez o tribunal que conozca de la causa podrá 
mandar que vuelva a quedar incomunicado el preso, aun después de haber sido puesto 
en comunicación, siempre que el desenvolvimiento ulterior de la investigación o de la 
causa ofreciese méritos para ello. Esta segunda incomunicación no excederá en ningún 
caso de tres días. 

• El auto en el que sea acordada la incomunicación o, en su caso, su prórroga 
deberá expresar los motivos por los que haya sido adoptada la medida. 

• Del ejercicio del derecho de defensa, de la asistencia de Abogado y del 
tratamiento de los detenidos y presos 

 

6º. Forma: 



• La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos 
perjudique al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio. 

• La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario 
para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. 
Dentro de los plazos establecidos en la presente Ley, y, en todo caso, en el plazo 
máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición 
de la autoridad judicial. 

• Toda persona detenida o presa será informada, de modo que le sea comprensible, 
y de forma inmediata, de los hechos que se le imputan y las razones motivadoras de su 
privación de libertad, así como de los derechos que le asisten, y especialmente de los 
siguientes: 

  a) Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar 
alguna o algunas de las preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo declarará 
ante el Juez. 

  b) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable. 

  c) Derecho a designar Abogado y a solicitar su presencia para que asista a 
las diligencias policiales y judiciales de declaración e intervenga en todo 
reconocimiento de identidad de que sea objeto. Si el detenido o preso no designara 
Abogado se procederá a la designación de oficio. 

  d) Derecho a que se ponga en el conocimiento del familiar, o persona que 
desee, el hecho de la detención y el lugar de custodia en que se halle en cada momento. 
Los extranjeros tendrán derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la 
Oficina consular de su país. 

  e) Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se trate 
de extranjero que no comprenda o no hable el castellano. 

  f) Derecho a ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal y, 
en su defecto, por el de la Institución en que se encuentre, o por cualquier otro 
dependiente del Estado o de otras Administraciones públicas. 

• Si se tratare de un menor de edad o incapacitado, la autoridad bajo cuya custodia 
se encuentre el detenido o preso notificará las circunstancias del apartado 2, d) a quienes 
ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda de hecho del mismo, y, si no fueran 
halladas, se dará cuenta inmediatamente al Ministerio fiscal. Si el detenido menor o 
incapacitado fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará de oficio al Cónsul 
de su país. 

• La autoridad judicial y los funcionarios bajo cuya custodia se encuentre el 
detenido o preso se abstendrán de hacerle recomendaciones sobre la elección de 
Abogado y comunicarán en forma que permita su constancia al Colegio de Abogados el 
nombre del Abogado elegido por aquél para su asistencia o petición de que se le designe 
de oficio. El Colegio de Abogados notificará al designado dicha elección, a fin de que 
manifieste su aceptación o renuncia. En caso de que el designado no aceptare el referido 
encargo, no fuere hallado o no compareciere, el Colegio de Abogados procederá al 
nombramiento de un Abogado de oficio. El Abogado designado acudirá al centro de 
detención a la mayor brevedad y, en todo caso, en el plazo máximo de ocho horas, 
contadas desde el momento de la comunicación al referido Colegio. 



• Si transcurrido el plazo de ocho horas de la comunicación realizada al Colegio 
de Abogados, no compareciese injustificadamente Letrado alguno en el lugar donde el 
detenido o preso se encuentre, podrá procederse a la práctica de la declaración o del 
reconocimiento de aquél, si lo consintiere, sin perjuicio de las responsabilidades 
contraídas en caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los Abogados 
designados. 

• No obstante, el detenido o preso podrá renunciar a la preceptiva asistencia de 
Letrado si su detención lo fuere por hechos susceptibles de ser tipificados, 
exclusivamente, como delitos contra la seguridad del tráfico. 

• La asistencia del Abogado consistirá en: 

  a) Solicitar, en su caso, que se informe al detenido o preso de los 
derechos establecidos en el número 2 de este artículo y que se proceda al 
reconocimiento medido señalado en su párrafo f). 

  b) Solicitar de la autoridad judicial o funcionario que hubiese practicado 
la diligencia en que el Abogado haya intervenido, una vez terminada ésta, la declaración 
o ampliación de los extremos que considere convenientes, así como la consignación en 
el acta de cualquier incidencia que haya tenido lugar durante su práctica. 

  c) Entrevistarse reservadamente con el detenido al término de la práctica 
de la diligencia en que hubiere intervenido. 

 

 

 

7º. Plazos: 

 

• Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se 
refiere el artículo 384 bis será puesta a disposición del Juez competente dentro de 
las setenta y dos horas siguientes a la detención. No obstante, podrá prolongarse la 
detención el tiempo necesario para los fines investigadores, hasta un límite máximo 
de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante 
comunicación motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la 
detención, sea autorizada por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la 
autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán en resolución motivada. 

• Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá 
solicitarse del Juez que decrete su incomunicación, el cual deberá pronunciarse sobre la 
misma, en resolución motivada, en el plazo de veinticuatro horas. Solicitada la 
incomunicación, el detenido quedará en todo caso incomunicado sin perjuicio del 
derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los artículos 520 y 527, hasta que 
el Juez hubiere dictado la resolución pertinente. 

• Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir información y 
conocer, personalmente o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o 
demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de éste. 

 

 



8º De la libertad provisional del procesado: 

 

• La prisión provisional sólo durará lo que subsistan los motivos que la hayan 
ocasionado. 

• El detenido o preso será puesto en libertad en cualquier estado de la causa en que 
resulte su inocencia. 

• Todas las Autoridades que intervengan en un proceso estarán obligadas a dilatar 
lo menos posible la detención y la prisión provisional de los inculpados o procesados. 

• Cuando no se hubiere acordado la prisión provisional del imputado, el juez o 
tribunal decretará, con arreglo a lo previsto en el artículo 505, si el imputado ha de dar o 
no fianza para continuar en libertad provisional. 

• En el mismo auto, si el juez o tribunal decretare la fianza, fijará la calidad y 
cantidad de la que hubiere de prestar. 

• Este auto se notificará al imputado, al Ministerio Fiscal y a las demás partes 
personadas y será recurrible de acuerdo con lo previsto en el artículo 507. 

• Cuando se decrete el procesamiento de persona autorizada para conducir 
vehículos de motor por delito cometido con motivo de su conducción, si el procesado ha 
de estar en libertad, el Juez, discrecionalmente, podrá privarle provisionalmente de usar 
el permiso, mandando que se recoja e incorpore al proceso el documento en el que 
conste. El Secretario judicial lo comunicará al organismo administrativo que lo haya 
expedido. 

• El imputado que hubiere de estar en libertad provisional, con o sin fianza, 
constituirá apud acta obligación de comparecer en los días que le fueren señalados en el 
auto respectivo, y además cuantas veces fuere llamado ante el juez o tribunal que 
conozca de la causa. Para garantizar el cumplimiento de esta obligación, el juez o 
tribunal podrá acordar motivadamente la retención de su pasaporte. 

• Para determinar la calidad y cantidad de la fianza se tomarán en cuenta la 
naturaleza del delito, el estado social y antecedentes del procesado y las demás 
circunstancias que pudieren influir en el mayor o menor interés de éste para ponerse 
fuera del alcance de la Autoridad judicial. 

• La fianza se destinará a responder de la comparecencia del procesado cuando 
fuere llamado por el Juez o Tribunal que conozca de la causa. Su importe servirá para 
satisfacer las costas causadas en el ramo separado formado para su constitución, y el 
resto se adjudicará al Estado. 

 

 

 

 

9º. De la responsabilidad civil de terceras personas 

 

• Cuando en la instrucción del sumario aparezca indicada la existencia de la 
responsabilidad civil de un tercero con arreglo a los artículos respectivos del Código 



Penal, o por haber participado alguno por titulo lucrativo de los efectos del delito, el 
Juez, a instancia del actor civil, exigirá fianza a la persona contra quien resulte la 
responsabilidad. Si no se prestase, el Secretario judicial embargará con arreglo a lo 
dispuesto en el Título IX de este libro los bienes que sean necesarios. 

• La persona a quien se exigiere la fianza o cuyos bienes fueren embargados 
podrá, durante el sumario, manifestar por escrito las razones que tenga para que no se la 
considere civilmente responsable y las pruebas que pueda ofrecer para el mismo objeto. 

 

 

10º.  De la conclusión del sumario: 

• Practicadas las diligencias decretadas de oficio o a instancia de parte por el Juez 
instructor, si éste considerase terminado el sumario, lo declarará así, mandando remitir 
los autos y las piezas de convicción al Tribunal competente para conocer del delito. 

• Cuando no haya acusador privado y el Ministerio fiscal considere que en el 
sumario se han reunido los suficientes elementos para hacer la calificación de los 
hechos y poder entrar en los trámites del juicio oral, lo hará presente al Juez de 
instrucción para que, sin más dilaciones, se remita lo actuado al Tribunal competente. 

• La sustanciación de los recursos de apelación admitidos sólo en un efecto no 
impedirá nunca la terminación del sumario, después de haber el Juez instructor 
cumplido lo que preceptúa el artículo 227 de la LECr y habérsele participado por el 
Tribunal superior el recibo del testimonio correspondiente. 

• En tales casos, al hacer el Secretario judicial la remisión del sumario a la 
Audiencia, cuidará de expresar los recursos de apelación en un efecto que haya 
pendientes. En la Audiencia quedará en suspenso la aplicación de los artículos 627 y 
siguientes hasta que sean resueltas las apelaciones pendientes. Si éstas fueran 
desestimadas, en cuanto la resolución en que así se acuerde sea firme, continuará la 
sustanciación de la causa conforme a los artículos citados; y si se diera lugar a alguna 
apelación, se revocará sin más trámite el auto del Juez declarando concluso el sumario y 
el Secretario judicial le devolverá éste con testimonio del auto resolutorio de la 
apelación, para la práctica de las diligencias que sean consecuencia de tal resolución. 

• Tanto en uno como en otro caso se notificará el auto de conclusión del sumario 
al querellante particular, si lo hubiere, aun cuando sólo tenga el carácter de actor civil, al 
procesado y a las demás personas contra quienes resulte responsabilidad civil, 
emplazándoles para que comparezcan ante la respectiva Audiencia en el término de diez 
días, o en el de quince si el emplazamiento fuese ante el Supremo. A la vez se pondrá en 
conocimiento del Ministerio fiscal cuando la causa verse sobre delito en que tenga 
intervención por razón de su cargo. 

• Si el Juez instructor reputare falta el hecho que hubiese dado lugar al sumario, 
mandará remitir el proceso al Juez municipal, consultando el auto en que así lo acuerde 
con el Tribunal superior competente. 

• Así que sea firme el auto por haberlo aprobado dicho superior Tribunal, o por 
haberse desestimado el recurso de casación que, en su caso, haya podido interponerse, 
se emplazará a las partes para que en el término de cinco días comparezcan ante el Juez 
municipal a quien corresponda su conocimiento. 



• Recibidos los autos por el Juez municipal, se sustanciará el juicio con arreglo a 
lo dispuesto en el libro VI de esta Ley. 

• Recibidos en el Tribunal los autos y piezas de convicción, el Secretario judicial 
designará al Magistrado ponente que por turno corresponda. 

• Fuera de los casos previstos en los dos artículos anteriores, y durante el tiempo 
que falte para cumplir el término del emplazamiento, el Magistrado ponente abrirá los 
pliegos y demás objetos cerrados y sellados que hubiere remitido el Juez de instrucción. 

• De la apertura se extenderá acta por el Secretario judicial, en la cual se hará 
constar el estado en que se hallaren. 

• Transcurrido dicho término, el Secretario judicial pasará los autos para 
instrucción por otro, que no bajará de tres días ni excederá de diez, según el volumen 
del proceso, al Ministerio Fiscal, si la causa versa sobre delito en que deba tener 
intervención, después al Procurador del querellante, si se hubiere personado, y por 
último a la defensa del procesado o procesados. 

• Si la causa excediere de mil folios, el Secretario judicial podrá prorrogar el 
término, sin que en ningún caso pueda exceder la prórroga de otro tanto más. 

• Al ser devuelta, se acompañará escrito conformándose con el auto del inferior 
que haya declarado terminado el sumario, o pidiendo la práctica de nuevas diligencias. 

• En el mismo escrito, si la opinión fuera de conformidad con el auto de 
terminación del sumario, se solicitará por el Ministerio Fiscal, cuando intervenga, por el 
Procurador del querellante, si lo hubiere, y por la defensa del procesado o procesados, lo 
que estimen conveniente a su derecho, respecto a la apertura del juicio oral o 
sobreseimiento de cualquier clase. 

• Devuelta la causa o recogida de poder del último que la hubiere recibido, el 
Secretario judicial la pasará inmediatamente al ponente, con los escritos presentados, 
por término de tres días. 

• El Secretario judicial, al entregar la causa, dispondrá lo que considere 
conveniente para que el Fiscal, el querellante y el procesado o procesados en su caso 
puedan examinar la correspondencia, libros, papeles y demás piezas de convicción sin 
peligro de alteración en su estado. 

• Transcurrido el plazo del artículo 628, el Tribunal dictará auto, confirmando o 
revocando el del Juez de instrucción. 

• Si se revocare dicho auto, se mandará devolver el proceso al Juez que lo hubiere 
remitido, expresando las diligencias que hayan de practicarse. 

• Se devolverán también las piezas de convicción que el Tribunal considere 
necesarias para la práctica de las nuevas diligencias. 

• Si fuere confirmado el auto declarando terminado el sumario, el Tribunal 
resolverá, dentro del tercer día, respecto a la solicitud del juicio oral o de 
sobreseimiento. 

• En el auto en que el Tribunal acuerde la apertura del juicio oral se dispondrá el 
traslado al que se refiere el artículo 649, sin perjuicio de lo determinado en el capítulo II  

 

 



 
11º. Del sobreseimiento 

El sobreseimiento puede ser libre o provisional, total o parcial. 

Si fuere el sobreseimiento parcial, se mandará abrir el juicio oral respecto de los 
procesados a quienes no favorezca. 

Si fuere total, se mandará que se archiven la causa y piezas de convicción que no 
tengan dueño conocido, después de haberse practicado las diligencias necesarias para la 
ejecución de lo mandado. 

Las piezas de convicción cuyo dueño fuere conocido continuarán retenidas si un 
tercero lo solicitare, hasta que se resuelva la acción civil que se propusiere entablar. 

En este caso, si el Tribunal accediere a la retención, fijará el plazo dentro del cual 
habrá de acreditarse que la acción se ha entablado. 

Transcurrido el plazo que se fije según lo dispuesto en el párrafo anterior sin 
haberse acreditado el ejercicio de la acción civil, o si nadie hubiere reclamado que 
continúe la retención de las piezas de convicción, serán devueltas éstas a sus dueños. 

Se reputará dueño el que estuviere poseyendo la cosa al tiempo de incautarse de 
ella el Juez de instrucción. 

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, cuando las piezas de 
convicción entrañen, por su naturaleza, algún peligro grave para los intereses sociales o 
individuales, así respecto de las personas como de sus bienes, los Tribunales en 
prevención de aquél, acordarán darles el destino que dispongan los Reglamentos o, en 
su caso, las inutilizarán previa la correspondiente indemnización, si procediera. 

 

Contra los autos de sobreseimiento sólo procederá, en su caso, el recurso de 
casación. 

 

Procederá el sobreseimiento libre: 

• Cuando no existan indicios racionales de haberse perpetrado el hecho que 
hubiere dado motivo a la formación de la causa. 

• Cuando el hecho no sea constitutivo de delito. 

• Cuando aparezcan exentos de responsabilidad criminal los procesados como 
autores, cómplices o encubridores. 

Procederá el sobreseimiento provisional: 

• Cuando no resulte debidamente justificada la perpetración del delito que haya 
dado motivo a la formación de la causa. 

• Cuando resulte del sumario haberse cometido un delito y no haya motivos 
suficientes para acusar a determinada o determinadas personas como autores, cómplices 
o encubridores. 

 

 
12º. De la calificación del delito 



Cuando se mande abrir el juicio oral, el Secretario judicial comunicará la causa al 
Fiscal, o al acusador privado si versa sobre delito que no pueda ser perseguido de oficio, 
para que en el término de cinco días califiquen por escrito los hechos. 

Dictada que sea esta resolución, serán públicos todos los actos del proceso. 

 

El escrito de calificación se limitará a determinar en conclusiones precisas y 
numeradas: 

• Los hechos punibles que resulten del sumario. 

• La calificación legal de los mismos hechos, determinando el delito que 
constituyan. 

• La participación que en ellos hubieren tenido el procesado o procesados, si 
fueren varios. 

• Los hechos que resulten del sumario y que constituyan circunstancias 
atenuantes o agravantes del delito o eximentes de responsabilidad criminal. 

• Las penas en que hayan incurrido el procesado o procesados, si fueren 
varios, por razón de su respectiva participación en el delito. 

 

El acusador privado, en su caso, y el Ministerio Fiscal cuando sostenga la acción 
civil, expresarán además: 

• La cantidad en que aprecien los daños y perjuicios causados por el delito, o 
la cosa que haya de ser restituida. 

• La persona o personas que aparezcan responsables de los daños y perjuicios 
o de la restitución de la cosa, y el hecho en virtud del cual hubieren contraído esta 
responsabilidad. 

 

Devuelta la causa por el Fiscal, el Secretario judicial la pasará por igual término y 
con el mismo objeto al acusador particular, si lo hubiere, quien presentará el escrito de 
calificación, firmado por su Abogado y Procurador en la forma anteriormente indicada. 

Si hubiere actor civil se le pasará la causa en cuanto sea devuelta por el Fiscal o 
acusador particular para que, a su vez, en término igual al fijado en los artículos 
anteriores y con idéntica formalidad, presente conclusiones numeradas acerca de los dos 
últimos puntos del artículo precedente. 

Seguidamente el Secretario judicial comunicará la causa a los procesados y a las 
terceras personas civilmente responsables, para que en igual término y por su orden 
manifiesten también, por conclusiones numeradas y correlativas a las de la calificación 
que a ellos se refiera, si están o no conformes con cada una, o en otro caso consignen los 
puntos de divergencia. 

Por el Secretario judicial se interesará la designación al efecto de Abogado y 
Procurador, si no los tuviesen. 

Las partes podrán presentar, sobre cada uno de los puntos que han de ser objeto de 
la calificación, dos o más conclusiones en forma alternativa, para que si no resultare del 



juicio la procedencia de la primera, pueda estimarse cualquiera de las demás en la 
sentencia. 

 

13º. De los artículos de previo pronunciamiento: 

Serán tan sólo objeto de artículos de previo pronunciamiento las cuestiones o 
excepciones siguientes: 

• La de declinatoria de jurisdicción. 

• La de cosa juzgada. 

• La de prescripción del delito. 

• La de amnistía o indulto. 

• La falta de autorización administrativa para procesar en los casos en que 
sea necesaria, con arreglo a la Constitución y a Leyes especiales. 

 

Las cuestiones expresadas en el artículo anterior podrán proponerse en el término 
de tres días, a contar desde el de la entrega de los autos para la calificación de los 
hechos. 

De la celebración del juicio oral 

 

14º. De la publicidad de los debates 

Los debates del juicio oral serán públicos, bajo pena de nulidad. 

Podrá, no obstante, el Presidente mandar que las sesiones se celebren a puerta 
cerrada cuando así lo exijan razones de moralidad o de orden público, o el respeto 
debido a la persona ofendida por el delito o a su familia. 

Para adoptar esta resolución, el Presidente, ya de oficio, ya a petición de los 
acusadores, consultará al Tribunal, el cual deliberará el secreto, consignando su acuerdo 
en auto motivado, contra el que no se dará recurso alguno. 

Después de la lectura de esta decisión, todos los concurrentes despejarán el local. 

Se exceptúan las personas lesionadas por el delito, los procesados, el acusador 
privado, el actor civil y los respectivos defensores. 

El secreto de los debates podrá ser acordado antes de comenzar el juicio o en 
cualquier estado del mismo. 

 
         15º. De la acusación de la defensa y de la sentencia 

Practicadas las diligencias de la prueba, las partes podrán modificar las 
conclusiones de los escritos de calificación. 

En este caso formularán por escrito las nuevas conclusiones y las entregarán al 
Presidente del Tribunal. 

Las conclusiones podrán formularse en forma alternativa, según lo dispuesto en el 
artículo 653. 



Si juzgando por el resultado de las pruebas entendiere el Tribunal que el hecho 
justiciable ha sido calificado con manifiesto error, podrá el Presidente emplear la 
siguiente fórmula: 

«Sin que sea visto prejuzgar el fallo definitivo sobre las conclusiones de la 
acusación y la defensa, el Tribunal desea que el Fiscal y los defensores del procesado (o 
los defensores de las partes cuando fueren varias) le ilustren acerca de si el hecho 
justiciable constituye el delito de… o si existe la circunstancia eximente de 
responsabilidad a que se refiere el número … del artículo … del Código Penal.» 

Esta facultad excepcional, de que el Tribunal usará con moderación, no se 
extiende a las causas por delitos que sólo pueden perseguirse a instancia de parte, ni 
tampoco es aplicable a los errores que hayan podido cometerse en los escritos de 
calificación, así respecto a la apreciación de las circunstancias atenuantes y agravantes 
como en cuanto a la participación de cada uno de los procesados en la ejecución del 
delito público que sea materia del juicio. 

Si el Fiscal o cualquiera de los defensores de las partes indicaren que no están 
suficientemente preparados para discutir la cuestión propuesta por el Presidente, se 
suspenderá la sesión hasta el siguiente día. 

 

Llegado el momento de informar, el Presidente concederá la palabra al Fiscal, si 
fuere parte en la causa, y después al defensor del acusador particular si le hubiese. 

En sus informes expondrán éstos los hechos que consideren probados en el juicio, 
su calificación legal, la participación que en ellos hayan tenido los procesados y la 
responsabilidad civil que hayan contraído los mismos u otras personas, así como las 
cosas que sean su objeto, o la cantidad en que deban ser reguladas cuando los 
informantes o sus representados ejerciten también la acción civil. 

El Presidente concederá después la palabra al defensor del actor civil si lo hubiere, 
quien limitará su informe a los puntos concernientes a la responsabilidad civil. 

En seguida dará la palabra a los defensores de los procesados, y después de ellos a 
los de las personas civilmente responsables, si no se defendieren bajo una sola 
representación con aquéllos. 

Los informes de los defensores de las partes se acomodarán a las conclusiones que 
definitivamente hayan formulado, y, en su caso, a la propuesta por el Presidente del 
Tribunal con arreglo a lo dispuesto en el artículo 733. 

Después de estos informes, sólo será permitido a las partes la rectificación de 
hechos y conceptos. 

De la suspensión del juicio oral 

Abierto el juicio oral, continuará durante todas las sesiones consecutivas que sean 
necesarias hasta su conclusión. 

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el Presidente del Tribunal podrá 
suspender la apertura de las sesiones cuando las partes, por motivos independientes de 
su voluntad, no tuvieren preparadas las pruebas ofrecidas en sus respectivos escritos. 

 

16º. Suspensión del juicio oral: 



   Procederá además la suspensión del juicio oral en los casos siguientes: 

• Cuando el Tribunal tuviere que resolver durante los debates alguna cuestión 
incidental que por cualquier causa fundada no pueda decidirse en el acto. 

• Cuando con arreglo a este Código el Tribunal o alguno de sus individuos tuviere 
que practicar alguna diligencia fuera del lugar de las sesiones y no pudiere verificarse en 
el tiempo intermedio entre una y otra sesión. 

• Cuando no comparezcan los testigos de cargo y de descargo ofrecidos por las 
partes y el Tribunal considere necesaria la declaración de los mismos. 

  Podrá, sin embargo, el Tribunal acordar en este caso la continuación del juicio y 
la práctica      de las demás pruebas; y después que se hayan hecho, suspenderlo hasta 
que comparezcan los testigos ausentes. 

  Si la no comparecencia del testigo fuere por el motivo expuesto en el artículo 
718, se procederá como se determina en el mismo y en los dos siguientes. 

• Cuando algún individuo del Tribunal o el defensor de cualquiera de las partes 
enfermare repentinamente hasta el punto de que no pueda continuar tomando parte en el 
juicio ni pueda ser reemplazado el último sin grave inconveniente para la defensa del 
interesado. 

  Lo dispuesto en este número respecto a los defensores de las partes se entiende 
aplicable al Fiscal. 

• Cuando alguno de los procesados se halle en el caso del número anterior, en 
términos de que no pueda estar presente en el juicio. 

  La suspensión no se acordará por esta causa sino después de haber oído a los 
facultativos nombrados de oficio para el reconocimiento del enfermo. 

• Cuando revelaciones o retractaciones inesperadas produzcan alteraciones 
sustanciales en los juicios, haciendo necesarios nuevos elementos de prueba o alguna 
sumaria instrucción suplementaria. 

  No se suspenderá el juicio por la enfermedad o incomparecencia de alguno de los 
procesados citados personalmente, siempre que el Tribunal estimare, con audiencia de 
las partes y haciendo constar en el acta del juicio las razones de la decisión, que existen 
elementos suficientes para juzgarles con independencia. 

  Cuando el procesado sea una persona jurídica, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 786 bis de la LECr 

 


